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I. INTRODUCCIÓN

El 29 de marzo de 2018, la República Cooperativa de Guyana de-
mandó a Venezuela ante la Corte Internacional de Justicia (CIJ)1, de 
conformidad con el parágrafo primero del artículo 36 del Estatuto de la 
CIJ (Estatuto), el parágrafo primero del artículo 40 ejusdem y el artículo 
38 del Reglamento de la CIJ (Reglamento). 

Guyana solicitó a la CIJ: (i) declarar la validez y efecto vinculante 
del laudo de 1899 y el respeto del límite establecido en el Acuerdo de 
1905; (ii) que Venezuela retire la ocupación en la parte oriental de la 
isla de Anacoco y demás territorios reconocidos por el Laudo Arbitral 
de París y el acuerdo de 1905; (iii) que Venezuela no amenace ni utilice 
la fuerza para impedir el desarrollo de las actividades económicas de 
Guyana en su territorio; y (iv) declarar la responsabilidad de Venezuela 
por la violación de la soberanía de Guyana y, en consecuencia, por las 
lesiones a su derecho.

Mediante sentencia del 18 de diciembre de 2020 la CIJ se declaró 
competente para conocer la demanda, con fundamento en el parágrafo 
2 del artículo IV del Acuerdo de Ginebra de 17 de febrero de 1966. En 
la referida decisión, con doce votos a favor y cuatro en contra, la CIJ 
decidió que es competente para conocer la demanda presentada por Gu-
\ana en la medida en TXe se refiere a la validez del LaXdo $rEitral del � 
de octXEre de ���� \ a la cXestiyn cone[a de la solXciyn definitiva de la 
controversia sobre límites terrestres entre Guyana y Venezuela. 

En la misma sentencia, de forma unánime, la CIJ decidió que no es 
competente para conocer de las reclamaciones de Guyana derivadas de 

1 International Court of Justice, “Application instituting proceedings”, de fecha 29 de mar-
zo de 2018. Disponible en KttSs���ZZZ�icM�ciM�orJ�sites�deIaXlt�files�case�related���������
20180329-APP-01-00-EN.pdf. 
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KecKos ocXrridos desSXps de la firma del $cXerdo de *ineEra de IecKa 
17 de febrero de 1966.2 Con esto la CIJ estableció una fecha crítica, esta 
es� el �� de IeErero de ����� cXando se firmy el $cXerdo de *ineEra�

Se dio inicio a la fase de méritos, que comienza con una fase escri-
ta en la que Guyana presentó su memoria el 8 de marzo de 2022 y Ve-
nezuela, por su parte, el 8 de abril del año 2024 presentó su contrame-
moria con sus alegatos, defensas y pruebas en relación a la nulidad del 
Laudo Arbitral de Paris del 3 de octubre de 1899. Con este acto procesal 
concluyó la fase escrita del procedimiento de fondo y comenzará la fase 
oral del juicio luego de la cual, transcurrirá algún tiempo, la CIJ dictará 
la sentencia que resolverá este delicado asunto que se ha prolongado 
por más de doscientos años. 

Hemos dicho en otras publicaciones, escritos y conferencias que 
el Laudo Arbitral de París del 3 de octubre de 1899 es nulo de forma 
aEsolXta \ Sor tal razyn no tiene carácter definitivo ni es oEliJatorio� no 
produce los efectos de la cosa juzgada y se considera un acto jurídica-
mente inexistente, desde que fue dictado en violación a las normas del 
tratado de arbitraje que le dio origen, fue dictado en contra del derecho 
internacional vigente para el momento en que se produjo, asimismo se 
dictó en violación del debido proceso e incurriendo en el vicio de exce-
so de poder y de ultra petita; además fue totalmente inmotivado y violó 
el deber de imparcialidad de los árbitros3.

Un aspecto muy importante de la reclamación es el que concierne 
a los derechos de Venezuela sobre el territorio Esequibo y su frontera 
marttima con *X\ana� Conviene ratificar� en Srimer lXJar� TXe 9ene-
zuela tiene derechos indiscutibles y no controvertidos sobre la fachada 
atlántica que son la proyección de los territorios de los estados Delta 
Amacuro y Sucre, determinados a partir de la línea de base recta y de la 
delimitación acordada con Trinidad y Tobago. De otra parte, tengamos 
en cuenta los espacios marítimos comprendidos por la proyección del 

2 Véase International Court of Justice, “Judgment of 18 December 2020. Jurisdiction of 
tKe CoXrt´� S� ��� 'isSoniEle en� KttSs���ZZZ�icM�ciM�orJ�sites�deIaXlt�files�case�rela-
ted/171/171_20201218_JUD_01-00-EN.pdf. 

3 Rafael Badell Madrid, La reclamación de Venezuela sobre el territorio Esequibo, Academia 
de Ciencias Políticas y Sociales, Serie Estudios No. 139, Caracas, 2023.
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territorio en reclamación, que son actualmente objeto de la controversia 
entre Guyana y Venezuela por ante la CIJ.

Lo grave es que Guyana ha pretendido efectuar actos de soberanía 
tanto en espacios marítimos que corresponden a Venezuela, como en 
aquellos que actualmente son objeto de controversia ante la CIJ como 
consecuencia del juicio sobre la nulidad o validez del Laudo Arbitral de 
París. Bajo esta premisa, resulta especialmente útil identificar con cla-
ridad cuáles son los espacios marítimos sobre los que Venezuela ejerce 
derechos indiscutibles y cuáles son los espacios marítimos que serán 
delimitados una vez resuelto el diferendo limítrofe entre Venezuela y 
Guyana.

II. DERECHOS DE VENEZUELA EN LA FACHADA ATLÁN-
TICA

1. Nociones fundamentales

Venezuela tiene un total de 3.499 km de costas continentales en el 
Mar Caribe y en el Atlántico, que se dividen en 2.394 km ubicados en el 
Mar Caribe y 1.105 km en el Atlántico.4 No existe un criterio uniforme 
sobre la longitud costera del territorio en reclamación5. Una opinión 
autorizada en este sentido es la del historiador Dr. Manuel Donís Ríos, 
quien señala que dentro de esos 1.105 km en el Atlántico se incluyen 
291 km de costa que tiene el territorio controvertido con Guyana

La fachada atlántica tiene para Venezuela un valor geopolítico y 
geoestratégico, que la convierte en un espacio vital para la nación6; está 
dividida en tres espacios: “El primero corresponde al sector que divide 
al mar Caribe del océano Atlántico entre Granada, Trinidad y Tobago 
y Venezuela, aún pendiente por resolver. El segundo comprende el gol-
IR�GH�3DULD��GH¿QLGR�HQ�GRV�RSRUWXQLGDGHV�������\��������<�HO�WHUFHUR�

4 Manuel Donís Ríos, Soberanía y fronteras marítimas de Venezuela. El problema de la so-
beranía: Su historia ante el siglo XXI, Editorial Equinoccio, Caracas, 2007. p.129.

5 Jesús Ollarves Irazábal, “La plataforma continental y la frontera marítima entre Guyana y 
9enezXela� 5eÀe[iones soEre los SroElemas en torno a la delimitaciyn de la Irontera martti-
ma entre Venezuela y Guyana y el derecho aplicable”, Boletín de la Academia de Ciencias 
Políticas y Sociales, número 167, enero-marzo, Caracas, 2022. p. 513.

6 Jesús Ollarves Irazábal, “La plataforma continental y la frontera marítima entre Guyana y 
9enezXela� 5eÀe[iones soEre los SroElemas en torno a la delimitaciyn de la Irontera mart-
tima entre Venezuela y Guyana y el derecho aplicable”, ob. cit., p. 513.
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constituye la Zona en Reclamación, en espera de la solución práctica y 
satisfactoria para Venezuela y Guyana”7. 

Con mayor detalle la describe Josmar Fernández, quien también 
se refiere a los sectores de la IacKada atlántica venezolana� en atenciyn 
a sXs caractertsticas JeoJráficas� (n este sentido e[Slica TXe los tres 
sectores son los siguientes:

A. Golfo de Paria: prácticamente delimitado por el Tratado sobre 
la Delimitación de Áreas Marinas y Submarinas entre Venezuela y 
Trinidad y Tobago (18 de abril de 1990). De acuerdo con Daniels 
(2013: 27), este sector: Se inicia en un punto, en el mar, al NORTE 
de las Bocas del Dragón, sobre el meridiano 61º 43´46” W, Punto 
Nº1, hasta un punto al SUR, ubicado en el Golfo de Paria (Pun-
to Nº9 del Tratado Delimitación Marítima del 18ABRIL1990 Lat. 
10º02´46” N, Long.62º04´59” W). Es de hacer notar que el Punto 
Nº1 ubicado al NORTE de las Bocas del Dragón, está pendiente de 
la delimitación con Granada. 
B. Proyección Delta del Orinoco: Comprendido por las costas 
del estado Delta Amacuro hasta Punta Playa y su proyección ma-
rttima� 0ás esSectficamente� seJ~n 'aniels ������ ���� (ste sec-
tor se extiende hacia el SUR hasta Punta Playa (Lat. 8º32´22” N, 
59º59´48´´W). Hacia el ESTE se extiende por la línea de demarca-
ción del Tratado del 18ABR1990 hasta el Punto 22 (Lat. 11º24´00” 
N, Long. 56º06’30” W); ubicado aproximadamente en el borde ex-
terior el margen continental, quedando pendiente la línea de proyec-
ción de Punta Playa por estar sujeta a la solución de la reclamación 
Esequiba. 
C. Proyección de la Zona en Reclamación (dada a conocer así desde 
����� \�o territorio (seTXiEo� Se refiere al área entre 3Xnta 3la\a \ 
la desembocadura del río Esequibo (espacio pendiente por delimi-
tar), la cual se encuentra bajo control de la República Cooperativa 
de Guyana, pero sujeta a la reclamación sostenida por Venezuela 
sobre el territorio y su correspondiente proyección marítima8. 

7 Ídem. El autor cita en este pasaje a Elías Daniels Hernández. Apreciación naval de la Re-
clamación del Territorio Esequibo. Documento elaborado por el Estado Mayor General de 
la Armada, 17 de junio de 1991. p. 10.

8 Josmar Fernández, “La plataforma continental y la frontera marítima entre Guyana y Vene-
zuela”, Boletín de la Academia de Ciencias Políticas y Sociales, número 167, enero-marzo, 
Caracas, 2022. pp. 496-497.
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De lo anterior se concluye que “el sector A y B comprende una 
ORQJLWXG�GH�FRVWD�GH�����.PV�DSUR[LPDGDPHQWH��FRQ�XQD�SUR\HFFLyQ�
de áreas�PDULQDV�\�VXEPDULQDV�GH��������.P��GH�VXSHU¿FLH��PLHQWUDV�
que, el sector C correspondiente al Esequibo, posee una longitud de 
costa de 291 Kms4 estimados con una proyección marítima estimada 
GH��������.P��GH�VXSHU¿FLH”9.

La fachada atlántica es un espacio lleno de importantes recursos, 
tales como petróleo, gas, manganeso, hierro y una variedad de minera-
les de inmenso valor pecuniario. A lo anterior agrega Ollarves que “las 
H[WHQVDV�FRVWDV�IDFLOLWDQ�OD�FRQVWUXFFLyQ�GH�SXHUWRV�\�H[FHOHQWHV�FRQGL-
ciones para la pesca, especialmente en el área deltaica”10.

La controversia ante la CIJ sobre el territorio en disputa entre Ve-
nezuela y Guyana lleva a considerar, necesariamente, “la proyección 
marítima que de este se deriva, a partir de la línea de costa de 291 Km 
de distancia medida entre Punta Playa y el río Esequibo, la cual se 
HVWLPD�DOUHGHGRU�GH��������NP��GH�VXSHU¿FLH”11.

Es cierto que Venezuela es el territorio continental que tiene la 
mayor extensión de costas en el mar Caribe. Sin embargo, como ex-
plica Fernández, el Mar Caribe, un mar semicerrado, representa para 
Venezuela “vías de acceso subordinadas a estrechos bajo jurisdicción 
de otros países, principalmente: Paraguaná-Aruba, Canal de Panamá, 
&DQDO�GH�<XFDWiQ� �0p[LFR�&XED���3DVR�GH� ORV�9LHQWRV� �&XED�+DLWt���
Paso de La Mona (EE. UU a través de Puerto Rico y República Domi-
nicana), Paso Anegada (Islas Vírgenes) y Paso de Grenada (Grenada 
y Trinidad y Tobago)”12.

Lo anterior resalta� a~n más� el rol siJnificativo de la IacKada atlán-
tica pues “no solo permite salida abierta a la Alta Mar, sino que es el 
único�VHFWRU�JHRJUi¿FR�GRQGH�VH�SXHGH�OOHJDU�KDVWD�ODV����01�GH�=((�
y ejercer jurisdicción sobre el suelo y subsuelo marino hasta el borde 
H[WHULRU�GHO�PDUJHQ�FRQWLQHQWDO��(VWR�OH�RWRUJD�D�9HQH]XHOD�GHUHFKRV�
9 Ibíd., p. 497.
10 Jesús Ollarves Irazábal, “La plataforma continental y la frontera marítima entre Guyana y 

9HQH]XHOD��5HÀH[LRQHV�VREUH�ORV�SUREOHPDV�HQ�WRUQR�D�OD�GHOLPLWDFLyQ�GH�OD�IURQWHUD�PDUt-
tima entre Venezuela y Guyana y el derecho aplicable”, ob. cit., p. 514.

11 Josmar Fernández, “La plataforma continental y la frontera marítima entre Guyana y Vene-
zuela”, ob. cit., p. 494.

12 Ídem.
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sobre la proyección marítima atlántica, cuya administración demanda 
OD�FRUUHFWD�LGHQWL¿FDFLyQ�GH�VXV�GRPLQLRV�HQWUH�ORV�(VWDGRV�ULEHUHxRV��
conociendo las implicaciones económicas que de ello se deriva”13.

De manera que la correcta determinación de los derechos que tiene 
Venezuela sobre el territorio en reclamación, supone también el estudio y 
análisis de los derechos de Venezuela sobre la fachada atlántica, que son 
SrodXcto de la Sro\ecciyn marttima de sXs derecKos soEre tierra firme� 

A los efectos de la mejor comprensión del tema, procederemos a 
explicar, con arreglo a la doctrina, algunos conceptos importantes. Una 
primera noción fundamental es la de “línea de base” que constituye el 
SXnto de reIerencia en la laEor de definir los esSacios marinos \ sXEma-
rinos de los Estados ribereños, bajo el criterio de la distancia14. 

Las “líneas de base” son un concepto fundamental para la medi-
ción de las distancias en el mar y constituye el punto de partida para 
delimitar las porciones del mar sobre las cuales tienen derecho los Es-
tados. Es uno de los pilares fundamentales sobre los cuales se sostiene 
el derecho del mar.

El tema de las “líneas de base” fue tratado en la Primera Conferen-
cia de Ginebra sobre el Derecho del Mar de 1958, aunque el concepto 
empezó a formularse en el siglo XIX cuando “comenzaron a utilizarse 
como puntos de referencia elementos de litorales como los escollos, 
o los blancos y las islas pequeñas, fue el tratado anglo-francés sobre 
pesca de 1839 el primer tratado que hizo referencia a las líneas de base 
al describir la línea de bajamar como la normal a partir de la cual se 
mide el mar territorial”15.

(ntenderemos Sor ³ltneas de Ease´ aTXella fiJXra MXrtdica IXnda-
mental para la medición de las distancias en el mar, que constituye el 
punto de partida para delimitar las porciones del mar sobre las cuales 
tienen derecKo los (stados \ TXe SXeden ser calificadas en dos tiSos� �i� 
líneas de base normales o (ii) líneas de base recta16.
13 Ídem.
14 Josmar Fernández, “La plataforma continental y la frontera marítima entre Guyana y Vene-

zuela”, Boletín de la Academia de Ciencias Políticas y Sociales, número 167, enero-marzo, 
Caracas, 2022. p. 494.

15 Juan Ramón Martínez Vargas y Giovanny Vega Barbosa, Tratado de derecho del mar, Ti-
rant lo Blanch, Valencia, 2016. p. 69. 

16 Ibíd., p. 92.
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$ Sartir de la ³ltnea de Ease´ se SXeden identificar otros conceStos� 
a saber: “el Mar Territorial (12 millas náuticas de anchura a partir de 
la línea de base), Zona Contigua (24 millas náuticas), Zona Económica 
([FOXVLYD��=((���FRQ�HQVDQFKDPLHQWR�QR�PD\RU�D�����PLOODV�QiXWLFDV��
la Plataforma Continental con una prolongación de hasta 200 millas 
QiXWLFDV�\�SRVLELOLGDG�GH�H[WHQVLyQ�GH�KDVWD�����PLOODV�QiXWLFDV��\�$OWD�
Mar (espacio abierto a todos los Estados ribereños o no, es decir, son 
zonas fuera de la jurisdicción nacional)”17.

Veamos el tratamiento que el derecho interno de Venezuela ha dado 
al tema de la delimitación de los espacios marítimos, principalmente 
para reconocer las características de nuestro sistema normativo en la 
materia y acercarnos a algunos conceptos claves para su comprensión. 

Tenemos en cuenta que la delimitación de espacios marítimos no 
depende sólo de la voluntad del Estado ribereño, expresada en su dere-
cho interno, antes y por el contrario la delimitación de estos espacios es 
siempre una cuestión de derecho internacional, tal y como lo señaló la 
CIJ en el Caso Pesquerías (Reino Unido c. Noruega) en sentencia de 18 
de diciembre de 1951:

De ello no se deduce en absoluto que, a falta de normas que ten-
gan el carácter técnicamente preciso alegado por el Gobierno del 
Reino Unido, la delimitación emprendida por el Gobierno noruego 
en 1935 no esté sujeta a ciertos principios que permiten juzgar su 
validez con arreglo al Derecho internacional. La delimitación de 
las zonas marítimas tiene siempre un aspecto internacional; no 
puede depender únicamente de la voluntad del Estado ribereño 
expresada en su derecho interno. Si bien es cierto que el acto de 
delimitación es necesariamente un acto unilateral, porque sólo 
el Estado ribereño es competente para llevarlo a cabo, la vali-
dez de la delimitación con respecto a otros Estados depende del 
Derecho internacional18. (Resaltado añadido)

17 Josmar Fernández, “La plataforma continental y la frontera marítima entre Guyana y Vene-
zuela”, ob. cit., pp. 494-495.

18 International Court of Justice, “Judgment of 18 December 1951”. p. 20 Disponible en: 
KttSs���ZZZ�icM�ciM�orJ�sites�deIaXlt�files�case�related����������������J8'�������(1�
pdf. Traducción libre. Texto original: “It does not at all follow that, in the absence of rules 
having the technically precise character alleged by the United Kingdom Government, the 
delimitation undertaken by the Norwegian Government in 1935 is not subject to certain 
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2. Derechos de Venezuela sobre la proyección marítima de su 
territorio: especial referencia a la fachada atlántica

2.1. Tratamiento constitucional

El análisis de los derechos de Venezuela sobre la proyección ma-
rítima de su territorio en la fachada atlántica supone, en primer lugar, 
tener en consideración las disposiciones constitucionales relativas al 
territorio del país.

Es necesario partir de la premisa de que el territorio es uno de los 
elementos indisSensaEles TXe MXstifican la e[istencia del (stado� (sta 
idea tiene, por supuesto, arraigo en las disposiciones de la Constitución 
de 1999 y es desarrollada, con la importancia que merece, en los artícu-
los 1, 10, 11, 12 y 15 de la Constitución. 

De estas normas deduce la importancia que se otorga a la soberanía, 
la integridad territorial y la autodeterminación nacional como derechos 
irrenunciables de la nación venezolana. Estos principios constituyen el 
IXndamento de la Sosiciyn del (stado en el ámEito internacional� reÀe-
jando el respeto por las normas del derecho internacional y la defensa 
de sXs esSacios JeoJráficos� tanto en el ámEito continental como en el 
marítimo.

La primera norma constitucional relevante es la contenida en el 
artículo 1 que establece en su aparte único que “Son derechos irrenun-
ciables de la Nación la independencia, la libertad, la soberanía, la inmu-
nidad, la integridad territorial y la autodeterminación nacional”. 

En esta disposición resulta clave la mención expresa a dos princi-
pios fundamentales que son la soberanía y la integridad territorial. El 
principio de integridad territorial previsto en el artículo 1 de la Cons-
titución es la positivización de un “principio fundamental de derecho 
internacional contemporáneo relativo al estatuto jurídico del Estado, 
fundado a su vez en el principio de la igualdad soberana de los Estados, 
que proclama la prohibición de recurrir a la amenaza o al uso de la fuer-

principles which make it possible to judge as to its validity under international law. The 
GHOLPLWDWLRQ�RI�VHD�DUHDV�KDV�DOZD\V�DQ�LQWHUQDWLRQDO�DVSHFW��LW�FDQQRW�EH�GHSHQGHQW�PHUHO\�
XSRQ�WKH�ZLOO�RI�WKH�FRDVWDO�6WDWH�DV�H[SUHVHG�LQ�LWV�PXQLFLSDO�ODZ��$OWKRXJK�LW�LV�WUXH�WKDW�
the act of delimitation is necessarily a unilateral act, because only the coastal State is com-
petent to undertake it, the validity of the delimitation with regard to other States depends 
upon international law”.
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za, o a cualquier otro medio incompatible con la Carta de las Naciones 
Unidas, contra el territorio o la independencia política de un Estado, y 
en particular la inviolabilidad de sus fronteras”19.

Este principio también ha sido recogido expresamente en la Carta 
de 1aciones 8nidas� esSectficamente en el arttcXlo ���� TXe estaElece lo 
siguiente: “Los Miembros de la Organización, en sus relaciones inter-
nacionales, se abstendrán de recurrir a la amenaza o al uso de la fuerza 
contra la integridad territorial o la independencia política de cualquier 
Estado, o en cualquier otra forma incompatible con los Propósitos de 
las Naciones Unidas”.

En el asunto que nos ocupa es indispensable referirnos a las dis-
posiciones derivadas de este principio que se encuentran repartidas en 
la Constitución y que contienen referencias expresas a los derechos de 
Venezuela sobre la fachada atlántica. Bajo esta lógica, debemos obser-
var el arttcXlo �� de la ConstitXciyn TXe define los territorios \ demás 
esSacios JeoJráficos de 9enezXela� en los siJXientes tprminos�

(l territorio \ demás esSacios JeoJráficos de la 5eS~Elica son los 
que correspondían a la Capitanía General de Venezuela antes de 
la transformación política iniciada el 19 de abril de 1810, con las 
modificaciones resXltantes de los tratados \ laXdos arEitrales no vi-
ciados de nulidad.

En la norma destaca el efecto vinculante de los tratados y laudos 
arbitrales no viciados de nulidad y es claro que el sentido de esta norma 
es negar reconocimiento a laudos arbitrales viciados de nulidad, como 
es el caso del Laudo Arbitral de París de 1899.

Como hemos dicho en muchas ocasiones, y ahora repetimos, el 
Laudo Arbitral de París del 3 de octubre de 1899 es nulo de forma ab-
solXta \ Sor tal razyn no tiene carácter definitivo ni es oEliJatorio� no 
produce los efectos de la cosa juzgada y se considera un acto jurídica-
mente inexistente, desde que fue dictado en violación a las normas del 
tratado de arbitraje que le dio origen, fue dictado en contra del derecho 
internacional vigente para el momento en que se produjo, asimismo se 
dictó en violación del debido proceso e incurriendo en el vicio de exce-
19 Diccionario panhispánico del español jurídico. Lema: “integridad territorial”. Disponible 

en: https://dpej.rae.es/lema/integridad-territorial. 
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so de poder y de ultra petita; además fue totalmente inmotivado y violó 
el deber de imparcialidad de los árbitros20.

(l arttcXlo �� de la ConstitXciyn estaElece los esSacios JeoJráficos 
sobre los cuales Venezuela ejerce soberanía, que no se limitan exclu-
sivamente el territorio continental. En efecto, establece la norma que:

La soberanía plena de la República se ejerce en los espacios con-
tinental e insXlar� lacXstre \ ÀXvial� mar territorial� áreas marinas 
interiores, históricas y vitales y las comprendidas dentro de las lí-
neas de base recta que ha adoptado o adopte la República; el suelo y 
subsuelo de pVWRV� el espacio aéreo continental, insular y marítimo y 
los recursos que en ellos se encuentran, incluidos los genéticos, los 
de las especies migratorias, sus productos derivados y los compo-
nentes intangibles que por causas naturales allí se hallen
El espacio insular de la República comprende el archipiélago de 
Los Monjes, archipiélago de Las Aves, archipiélago de Los Roques, 
archipiélago de La Orchila, isla La Tortuga, isla La Blanquilla, ar-
chipiélago Los Hermanos, islas de Margarita, Cubagua y Coche, 
archipiélago de Los Frailes, isla La Sola, archipiélago de Los Testi-
gos, isla de Patos e isla de Aves; y, además, las islas, islotes, cayos 
y bancos situados o que emerjan dentro del mar territorial, en el que 
cubre la plataforma continental o dentro de los límites de la zona 
económica exclusiva. 
Sobre los espacios acuáticos constituidos por la zona marítima 
contigua, la plataforma continental y la zona económica exclu-
siva, la República ejerce derechos exclusivos de soberanía y ju-
risdicción en los términos, extensión y condiciones que determi-
nen el derecho internacional público y la ley. 
Corresponden a la República derechos en el espacio ultraterrestre 
suprayacente y en las áreas que son o puedan ser patrimonio co-
mún de la humanidad, en los términos, extensión y condiciones que 
determinen los acuerdos internacionales y la legislación nacional. 
(Resaltado añadido)

En cuanto a los recursos situados en el territorio nacional, inclu-
yendo el mar territorial, la zona económica exclusiva y la plataforma 
continental, el artículo 12 de la Constitución establece que “Los yaci-
20 Rafael Badell Madrid, La reclamación de Venezuela sobre el territorio Esequibo, Academia 

de Ciencias Políticas y Sociales, Serie Estudios No. 139, Caracas, 2023.
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mientos mineros y de hidrocarburos, cualquiera que sea su naturaleza, 
H[LVWHQWHV�HQ�HO�WHUULWRULR�QDFLRQDO��EDMR�HO�OHFKR�GHO�PDU�WHUULWRULDO��HQ�
OD�]RQD�HFRQyPLFD�H[FOXVLYD�\�HQ�OD�SODWDIRUPD�FRQWLQHQWDO��SHUWHQHFHQ�
a la República, son bienes del dominio público y, por tanto, inalienables 
e imprescriptibles. Las costas marinas son bienes del dominio público”.

Ayala Corao expresa que de las disposiciones constitucionales an-
teriormente citadas se desprende el fundamento del artículo 15 de la 
Constitución, que contempla “OD�H[SUHVD�REOLJDFLyQ�FRQVWLWXFLRQDO�GHO�
Estado venezolano, de establecer una política integral en los espacios 
fronterizos terrestres, insulares y marítimos, preservando la integridad 
territorial, la soberanía, la seguridad, la defensa, la identidad nacio-
nal, la diversidad y el ambiente, de acuerdo con el desarrollo cultural, 
económico, social y la integración”.21

2.2. Tratamiento legal

La Ley Orgánica de los Espacios Acuáticos (LOEA) establece una 
reJXlaciyn interna TXe reÀeMa \ resSalda los SrinciSios IXndamentales 
del derecho del mar, expresados en la Convención de las Naciones Uni-
das sobre el Derecho del Mar.22 

Recordemos que Venezuela decidió no formar parte de dicha con-
vención por no haber “concluido sus delimitaciones con Colombia al 
noroeste del territorio nacional (Golfo de Venezuela)” y por cuanto el 
artículo 309 de la Convención sobre Derecho del Mar prohibía “la for-
mulación de reservas sobre los artículos relacionados con la delimita-
ción de áreas marinas y submarinas”23.

La LOEA tiene numerosas disposiciones que están en concordan-
cia con las normas de la Convención de las Naciones Unidas sobre el 
Derecho del Mar. Estas disposiciones permiten aproximarnos con ma-
yor precisión a los derechos que Venezuela tiene sobre sus aguas terri-
21 Carlos Ayala Corao, “Palabras del Académico Prof. Carlos Ayala Corao, en la apertura del 

décimo encuentro sobre la plataforma continental y la frontera marítima entre Guyana y 
Venezuela”, Boletín de la Academia de Ciencias Políticas y Sociales, número 167, Caracas, 
2022, pp. 486.

22 'ecreto con ranJo� valor \ IXerza de Le\ 2rJánica de los (sSacios $cXáticos� *aceta 2fi-
cial Nº 6.153 Extraordinario del 18 de noviembre de 2014.

23 Sergio Foghin-Pillin, “Venezuela ante el Derecho del Mar: una aproximación histórica”, 
Revista de Investigación en Ciencias Jurídicas, Vol. 4, No. 11, 2021. p. 22. Disponible en: 
https://doi.org/10.33996/revistalex.v4i11.68. 
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toriales. De modo que, aún con los arbitrarios límites impuestos por el 
Laudo Arbitral de París del 3 de octubre de 1899 en Delta Amacuro, 
esSectficamente en 3Xnta 3la\a� SXede afirmarse TXe�

Venezuela tiene derecho, conforme al Derecho internacional, a la 
proyección de su fachada Atlántica generada por los territorios de los 
estados Delta Amacuro y Sucre, a partir de la línea de base recta y de 
la delimitación acordada con Trinidad y Tobago. Es decir, aun bajo 
el estatus quo actual, los derechos de Venezuela forman parte de su 
soEeranta territorial \ deEen ser Sor tanto afirmados \ deIendidos24.

En efecto, la LOEA contempla los derechos de Venezuela sobre su 
mar territorial, zona contigua, zona económica exclusiva y plataforma 
continental. En verdad la LOEA “contempla prácticamente todo el arti-
FXODGR�GH�OD�&RQYHQFLyQ�GHO�GHUHFKR�GHO�PDU��H[FOX\HQGR�ORV�DUWtFXORV�
que no favorecen a la República Bolivariana de Venezuela”25. Por tales 
razones� 9enezXela SXede disIrXtar de EXena Sarte de los Eeneficios de 
la Convención sobre Derecho del Mar y no está eximida de respetar la 
mayoría de las disposiciones contenidas en dicho instrumento interna-
cional26. De manera que la LOEA contiene normas que pueden orien-
tarnos en la comprensión de las nociones fundamentales del derecho del 
mar, esta vez desde la perspectiva del derecho interno.

La primera noción relevante en la LOEA es la de mar territorial, 
respecto del cual Venezuela ejerce soberanía “sobre el espacio aéreo, 
las aguas, el suelo, el subsuelo y sobre los recursos que en ellos se 
encuentren”. (Art. 8) La anchura del mar territorial es regulada en el 
artículo 9 que establece lo siguiente:

El mar territorial tiene, a todo lo largo de las costas continentales e 
insulares de la República Bolivariana de Venezuela una anchura de 
doce millas náuticas (12 MN) y se medirá ordinariamente a partir 
de la línea de más baja marea, tal como aparece marcada mediante 

24 Carlos Ayala Corao, “Palabras del Académico Prof. Carlos Ayala Corao, en la apertura del 
décimo encuentro sobre la plataforma continental y la frontera marítima entre Guyana y 
Venezuela”, ob. cit., p. 485.

25 Pablo E. Cohen Celis, “La plataforma continental y la frontera marítima entre Guyana y 
Venezuela”, Boletín de la Academia de Ciencias Políticas y Sociales, número 167, Caracas, 
2022, p. 543.

26 Sergio Foghin-Pillin, ob. cit., p. 22.
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el siJno aSroSiado en cartas a Jran escala SXElicadas oficialmente 
por el Ejecutivo Nacional, o a partir de las líneas de base estable-
cidas en este Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica.

Como una excepción a la norma antes citada, la LOEA regula la 
forma de medición de la anchura del mar territorial tomando como refe-
rencia las líneas de base recta. En este sentido, dispone el artículo 10 que:

Cuando las circunstancias impongan un régimen especial debido 
a la confiJXraciyn de la costa� a la e[istencia de islas o� cXando 
intereses SroSios de Xna reJiyn determinada lo MXstifiTXen� la medi-
ción se hará a partir de las líneas de base recta que unan los puntos 
aSroSiados a ser definidos Sor el (stado� Son aJXas interiores las 
comprendidas dentro de las líneas de base recta. 
(l (MecXtivo 1acional� fiMará las ltneas de Ease recta� las cXales se 
Karán constar en las cartas náXticas oficiales�

La LOEA también contiene normas relativas a la extensión de la 
zona contigua. En efecto, el artículo 43 indica que: “3DUD�ORV�¿QHV�GH�
vigilancia marítima y resguardo de sus intereses, la República Boliva-
riana de Venezuela tiene, contigua a su mar territorial, una zona que se 
H[WLHQGH�KDVWD�YHLQWLFXDWUR�PLOODV�QiXWLFDV�����01���FRQWDGDV�D�SDUWLU�
de las líneas de más baja marca o las líneas de base desde las cuales se 
mide el mar territorial”.

(l arttcXlo �� de la L2($ tiene esSecial relevancia desde TXe defi-
ne la extensión de la zona económica exclusiva en los siguientes térmi-
nos: “/D�]RQD�HFRQyPLFD�H[FOXVLYD�VH�H[WLHQGH�D�OR�ODUJR�GH�ODV�FRVWDV�
continentales e insulares de la República Bolivariana de Venezuela, a 
una distancia de doscientas millas náuticas (200 MN) contadas desde 
las líneas de base a partir de las cuales se mide la anchura del mar 
territorial”.

En cuanto a los derechos de Venezuela sobre la zona económica 
exclusiva, la LOEA establece en el artículo 46 que:

La República Bolivariana de Venezuela goza en la zona económica 
exclusiva de: 
�� 'erecKos de soEeranta Sara los fines de e[Sloraciyn� e[Slotaciyn� 
conservación y administración de los recursos naturales, de las 
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aguas suprayacentes y sobre otras actividades tendentes a la explo-
ración y explotación sostenible económica de la zona, tales como la 
producción de energía derivada del agua, corrientes y vientos. 
2. Jurisdicción, con arreglo a lo previsto en este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley Orgánica, en lo relacionado con: 

a� (l estaElecimiento \ Xtilizaciyn de islas artificiales� instalacio-
nes y estructuras. 
E� La investiJaciyn cienttfica marina� 
c. La protección y preservación del ambiente marino. 

3. Derecho a tomar las medidas que considere convenientes para la 
conservación y uso sostenible de la biodiversidad y demás elemen-
tos del ambiente marino, más allá de los límites de la zona económi-
ca exclusiva, conforme a lo establecido en el Derecho Internacional.

Por su parte, el artículo 56 de la LOEA regula la extensión de la 
plataforma continental que, como adelantamos en un punto anterior, 
forma parte del elenco de nociones fundamentales en el derecho inter-
nacional del mar. La norma referida señala que:

La plataforma continental de la República Bolivariana de Venezue-
la comprende el lecho y el subsuelo de las áreas submarinas que se 
extienden más allá de su mar territorial y a todo lo largo de la pro-
longación natural de su territorio hasta el borde exterior del margen 
continental o bien hasta una distancia de doscientas millas náuticas 
(200 MN), contadas desde la línea de más baja marea o desde las 
líneas de base, a partir de las cuales se mide la extensión del mar 
territorial, en los casos en que el borde exterior del margen conti-
nental, no llegue a esa distancia.
Cuando el borde exterior del margen continental sobrepasare la dis-
tancia de doscientas millas náuticas (200 MN), la República Boli-
variana de 9enezXela estaElecerá dicKo Eorde� el cXal fiMará el ltmite 
de la Plataforma Continental con la zona internacional de los fon-
dos marinos y oceánicos, conforme al Derecho Internacional.

Venezuela tiene derechos de soberanía sobre la plataforma conti-
nental que, con arreglo al artículo 57 de la LOEA, quedan expresados 
en los siguientes términos:
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La República Bolivariana de Venezuela ejerce derechos de sobera-
nía sobre la plataforma continental a los efectos de la exploración 
y explotación sostenible de sus recursos naturales. Nadie podrá 
emprender estas actividades sin su expreso consentimiento. 
Los derechos de la República Bolivariana de Venezuela sobre la 
plataforma continental son independientes de su ocupación real o 
¿FWLFLD��DVt�FRPR�GH�WRGD�GHFODUDFLyQ�H[SUHVD. 
Los recursos naturales aquí mencionados son los recursos minera-
les y recursos vivos pertenecientes a especies sedentarias, es decir, 
aquellos que en el periodo de explotación están inmóviles en el le-
cho del mar o en su subsuelo o sólo pueden moverse en constante 
contacto físico con el lecho o el subsuelo”. (Resaltado añadido).

3.  Proyección marítima del territorio controvertido

Antes hemos advertido que la sentencia que dicté la CIJ sobre la 
nulidad o validez del Laudo Arbitral de París tendrá consecuencias de-
terminantes en la frontera marítima entre ambos países. No cabe duda 
de que la determinación del territorio que corresponde a cada Estado, 
condicionará la proyección de la frontera terrestre en los espacios mari-
nos y submarino adyacentes. En efecto:

…según la sentencia de la CIJ sobre excepciones preliminares, su 
competencia se extiende no solo a la determinación de la nulidad o 
validez del laudo de París, sino también a la cuestión relacionada 
con el arreJlo definitivo de la disSXta relativa a la Irontera terrestre 
entre Guyana y Venezuela. Es de esa cuestión conexa que derivan 
los derechos de las partes que la Corte tiene el deber de preservar, y 
es de la proyección en el mar de esa frontera terrestre que derivan, 
para las partes en esta controversia, derechos sobre la exploración 
y explotación de los recursos del mar y de las áreas submarinas, así 
como derechos soberanos para el pleno ejercicio de su autoridad en 
ese territorio27.

27 Héctor Faúndez Ledesma, “La necesidad de medidas provisionales en el caso Guyana c. 
Venezuela”, en Héctor Faúndez Ledesma y Rafael Badell Madrid (coords.), La controver-
sia del Esequibo, Academia de Ciencias Políticas y Sociales, Serie Eventos 34, Caracas, 
2022. p. 455.
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Así las cosas, la controversia entre Venezuela y Guyana, que en 
principio es un diferendo terrestre, tiene particular relevancia en la pro-
yección marítima del territorio objeto de disputa. Por lo tanto, el análi-
sis del caso supone tomar en consideración la proyección marítima del 
territorio Esequibo, es decir, el “área entre Punta Playa y la desembo-
cadura del río Esequibo (espacio pendiente por delimitar), la cual se 
encuentra bajo control de la República Cooperativa de Guyana, pero 
sujeta a la reclamación sostenida por Venezuela sobre el territorio”28. 

En términos cuantitativos, la protección marítima de la zona en 
reclamación, presente una “una longitud de costa de 291 Kms”, calcu-
lados desde Punta Playa hasta el Río Esequibo. En la siguiente repre-
sentaciyn Jráfica SXede aSreciarse la lonJitXd de costa TXe corresSonde 
a la zona en reclamación:

46 Badell 1

Imagen extraída de Saúl Chacín, “Venezuela país marítimo. Su costa, áreas marinas 
y submarinas e islas, Dirección de Hidrografía y Navegación”29.

28 Josmar Fernández, “La plataforma continental y la frontera marítima entre Guyana y Vene-
zuela”, ob. cit., p. 573.

29 Saúl Chacín, “Venezuela país marítimo. Su costa, áreas marinas y submarinas e islas”, 
Dirección de Hidrografía y Navegación de la Comandancia General de la Armada. p. 7. 
Disponible en: https://issuu.com/ramon.rivero.blanco/docs/venezuela_pais_mar_timo. 
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A partir de la longitud de costa de 291 km2, se estima una proyec-
ciyn marttima de la zona en reclamaciyn de ������ Nm� de sXSerficie30. 
$ continXaciyn Sresentamos la reSresentaciyn Jráfica de la Sro\ecciyn 
marttima de la zona en reclamaciyn� identificada en color neJro seJ~n 
la leyenda contenida en la siguiente imagen de referencia:

Badell 46 2

Imagen extraída de Saúl Chacín, “Venezuela país marítimo. Su costa, áreas marinas 
y submarinas e islas, Dirección de Hidrografía y Navegación”31.

Adicionalmente debe tomarse en consideración que, desde un pun-
to de vista JeoJráfico� este sector Sresenta Xna confiJXraciyn de costas 
adyacentes, aspecto que tiene particular relevancia en las delimitacio-
nes las cuales dependen “de si las costas de los Estados en litigio se 
enfrentan o son limítrofes”32.

Ciertamente, la delimitación de la frontera marítima entre Vene-
zuela y Guyana es un tema complejo, que supone el manejo de co-
nocimientos MXrtdicos \ tpcnicos esSectficos� Sin emEarJo� Xn asSecto 
30 Ídem.
31 Ibíd., p. 8. 
32 Josmar Fernández, ob. cit., p. 574.
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JeoJráfico de la Sro\ecciyn marttima de la zona en reclamaciyn Iacilita 
un poco la delimitación, esto es, la ausencia de islas, islotes o archipié-
lagos. En palabras de Josmar Fernández:

Por otro lado, siendo las formaciones insulares un factor importante 
en la definiciyn de los ltmites marttimos entre los Satses riEereños� 
conviene destacar la ausencia de islas, islotes o archipiélagos den-
tro de la proyección marítima de los sectores B y C, asunto que 
facilitaría, en medio de tantas complejidades, la futura delimitación 
marítima entre Venezuela y Guyana, sin embargo, es obligatorio 
atender la cercanta JeoJráfica de Trinidad \ ToEaJo \ %arEados� ast 
como los vecinos continentales Guyana y Surinam, principalmente 
por las implicaciones jurídicas, sobre la adopción de principios y la 
aplicación de los posibles métodos de delimitación marítima, con-
siderando las acciones adelantadas por estos Estados, en materia de 
fiMaciyn de los ltmites marttimos \ lo determinado Sor la MXrisSrX-
dencia internacional� cXestiones TXe tamEipn fiJXran como SXntos 
de interés para efectos de este análisis33.

$ Sesar de las dificXltades inKerentes a la delimitaciyn territorial \ 
marítima pendiente entre ambos Estados, Guyana ha insistido en agra-
var la controversia mediante el ejercicio de actos de soberanía en el te-
rritorio reclamado. Esta práctica, efectuada en detrimento del Derecho 
internacional e incoherente con las pretensiones que Guyana ha presen-
tado ante la CIJ, ha conducido incluso a la violación de los derechos 
actuales de Venezuela, es decir, aquellos que derivan de la proyección 
marítima de territorios indiscutiblemente venezolanos.

4. Violación de los derechos de Venezuela por Guyana

En 2011 Guyana presentó ante la Comisión de Límites de la Pla-
taforma Continental de la Organización de Naciones Unidas una soli-
citud para ampliar su plataforma continental de 200 a 350 millas. Esta 
solicitud fue impulsada nuevamente a partir de 2015 “incluyendo en la 
misma no sólo la fachada atlántica que proyecta la zona en reclama-
ción sino la del estado venezolano del Delta Amacuro, cercenándonos, 

33 Ibíd., p. 547.
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potencialmente, centenares de miles de kilómetros cuadrados de áreas 
marinas y submarinas, ricas en hidrocarburos y pesca, privando ade-
más a Venezuela de su salida libre al Atlántico”34.

La Comisión de Límites no se ha pronunciado sobre las solicitudes 
de Guyana y tampoco podría hacerlo sin el consentimiento de Venezue-
la. En efecto, tal como sostuvo Venezuela el 9 de marzo de 2012 al ob-
jetar la información presentada por Guyana, se trata de un territorio que 
está actualmente en disputa entre ambos países y que está amparado por 
las normas del Acuerdo de Ginebra35. 

La posición sostenida por Venezuela en aquel momento estuvo 
fundamentada en el Reglamento de la Comisión de Límites de la Plata-
forma Continental, anexo 1, cuyo artículo 5 establece lo siguiente:

a) En caso de que haya una controversia territorial o marítima, 
OD�&RPLVLyQ�QR�FRQVLGHUDUi�QL�FDOL¿FDUi�OD�SUHVHQWDFLyQ�KHFKD�
por cualquiera de los Estados Partes en esa controversia. No 
obstante, la Comisión podrá considerar una o varias presentaciones 
respecto de las zonas objeto de controversia con el consentimien-
to previo de todos los Estados que sean partes en ella. (Resaltado 
añadido)

Las actuaciones unilaterales de Guyana, intentando obtener una re-
comendación favorable por parte de la Comisión de Límites de la Plata-
forma Continental, evidencian la intención de violentar los derechos de 
Venezuela sobre la fachada atlántica de la zona en reclamación y, ade-
más, sobre la proyección marítima de territorios como el de los estados 
Delta Amacuro y Sucre, que pertenecen indiscutiblemente a Venezuela.

Lo anterior se confirma con el KecKo de TXe *X\ana Ka imSXlsado 
un programa de licitaciones petroleras que “no sólo se encuentran en 
OD�=RQD�(FRQyPLFD�([FOXVLYD��=(&��GHO�(VHTXLER�VLQR�WDPELpQ�HQ�OD�
ZEC que proyecta el estado Delta Amacuro”36. Es decir que Guyana 

34 Sadio Garavini di Turno, “La demanda de Guyana, la competencia de la CIJ y las opciones 
de Venezuela”, en Héctor Faúndez Ledesma y Rafael Badell Madrid (coords.), La contro-
versia del Esequibo, Academia de Ciencias Políticas y Sociales, Serie Eventos 34, Caracas, 
2022. p. 439.

35 Jesús Ollarves, ob. cit., p. 606.
36 Sadio Garavini di Turno, ob. cit., p. 439.
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ha entregado concesiones petroleras en aguas controvertidas y, mucho 
más grave, en aguas indiscutiblemente venezolanas. Quizá la concesión 
más escandalosa –por sus dimensiones– sea la del Bloque Stabroek, “en 
el que -más allá de líneas ideológicas- también tiene participación la 
empresa china Cnooc”37,38.

A través de las conductas antes reseñadas, Guyana no sólo actúa 
en desacato a las medidas provisionales ordenadas por la CIJ, sino que 
además viola el propio Acuerdo de Ginebra, el cual contiene en el artí-
culo V.1 una cláusula de salvaguarda, según la cual:

Ningún acto o actividad que se lleve a cabo mientras se halle en vi-
gencia este Acuerdo constituirá fundamento para hacer valer, apo-
yar o negar una reclamación de soberanía territorial en los Territo-
rios de Venezuela o la Guayana Británica, ni para crear derechos de 
soberanía en dichos Territorios.

La violación de este artículo deviene de los actos unilaterales de 
disposición que ha efectuado Guyana sobre el territorio controvertido, 
que como antes referimos, son consecuencia, principalmente, de un 
programa de licitaciones petroleras que afecta los derechos indiscuti-
bles de Venezuela, pero también derechos que actualmente son objeto 
de litigio ante la CIJ. Sin embargo, el Acuerdo de Ginebra permanece 
vigente y ninguno de los actos efectuados por Guyana tiene carácter 
definitivo resSecto de la reclamaciyn territorial Sendiente�

4.1. Violación por parte de Guyana de las medidas provisio-
nales ordenadas por la Corte Internacional de Justicia

Guyana ha violado el Acuerdo de Ginebra de 1966, que constituye 
principal instrumento jurídico internacional existente para la solución 
del diferendo fronterizo con Venezuela. Estas violaciones son, por sí 
mismas, reprochables y contrarias al derecho internacional.

Guyana no sólo ha infringido las disposiciones más relevantes del 
37 Héctor Faúndez Ledesma, “La necesidad de medidas provisionales en el caso Guyana c. 

Venezuela”, ob. cit., p. 457.
38 Asdrúbal Aguiar, “La competencia de la Corte Internacional de Justicia y la cuestión co-

nexa sobre la frontera entre Guyana y Venezuela”, en Héctor Faúndez Ledesma y Rafael 
Badell Madrid (coords.), ob. cit., p. 522.
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Acuerdo de Ginebra, sino que también ha actuado en desacato a los 
mandatos de las CIJ en materia de medidas provisionales. 

Esto resulta contradictorio por dos razones: (i) Guyana fue quien 
demandó a Venezuela ante la CIJ y (ii) Guyana fue la que solicitó me-
didas provisionales a la CIJ.

Tengamos en consideración los antecedentes del caso Guyana con-
tra Venezuela, especialmente aquellos relacionados con el procedimien-
to incidental de medidas provisionales iniciado por Guyana. 

El 30 de octubre de 2023 Guyana presentó ante la CIJ una solicitud 
de medidas provisionales contra Venezuela con ocasión de la convoca-
toria efectuada por el gobierno venezolano para la celebración de un 
referéndum consultivo acerca de los derechos de Venezuela sobre el 
territorio en disputa. 

El procedimiento incidental para la indicación de medidas provi-
sionales se sustanció y se celebraron dos audiencias públicas en las que 
los jueces de la CIJ escucharon los argumentos de ambas partes para 
formar su juicio y tomar una decisión sobre esta incidencia.

Una vez examinados los antecedentes fácticos y procesales de la 
controversia, la CIJ concluyó que existe un riesgo de perjuicio irre-
parable y urgencia debido a la tensión actual y las declaraciones de 
Venezuela, en razón de lo cual decidió, por unanimidad, las siguientes 
medidas provisionales:

�� 9enezXela deEe aEstenerse de eMecXtar acciones TXe modifiTXen 
la situación actual del territorio en disputa.
2. Ambas partes deben evitar acciones que agraven o extiendan la 
disputa o la hagan más difícil de resolver.

De modo que la CIJ mediante la providencia ordenó dos medidas 
Srovisionales� Xna de carácter esSectfico diriJida a 9enezXela \ otra de 
carácter general dirigida a ambas partes, según la cual tanto Venezuela 
como Guyana debían evitar incurrir en acciones que agraven o extien-
dan la controversia o aumentaran su nivel de complejidad.

A pesar de la medida provisional de carácter general dictada por 
la CIJ, Guyana ha actuado en evidente contradicción de ese mandato al 
disponer de derechos controvertidos sobre el territorio reclamado y su 
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proyección marítima. Además, Guyana ha actuado, en violación de los 
derechos indiscutibles que tiene Venezuela sobre sus aguas territoriales.

Las violaciones de Guyana, en desacato a la orden de medidas pro-
visionales dictadas por la CIJ, deviene principalmente de un ilegítimo e 
ilegal procedimiento de licitaciones que ha emprendido. 

4.1.1. Procedimiento de licitación realizado por Guya-
na

El 13 de septiembre de 2023, Guyana anunció públicamente las 
ofertas para 8 de los 14 bloques de exploración petrolera y de gas en el 
área marítima en disputa39. Entre las empresas que han participado en 
la licitación se encuentran grandes petroleras trasnacionales tales como 
ExxonMobil, CNOOC Ltd., Delcorp Inc., Hess Corp., Liberty Petro-
leum Corp., TotalEnergies, Qatar Energy y Petronas40.

En realidad, todo ello obedece a un procedimiento de licitación 
pública denominado “2022 Guyana Licensing Round”. Los términos 
y lineamientos de este proceso de licitación fueron publicados por Mi-
nisterio de Recursos Naturales de Guyana el 9 de diciembre de 2022 y 
actualizados el 7 de septiembre de 202341.

El calendario del procedimiento de licitación de Guyana tiene casi 
un año en marcha. En efecto: La publicación de los términos y linea-
mientos del proceso ocurrió el 9 de diciembre del 2022 y ese mismo día 
se publicó en la 2I¿FLDO�*D]HWWH de Guyana el anuncio con los bloques 
que serán objeto de la licitación junto con las cuotas de participación. 

El 12 de diciembre de 2022 se abrió el data room y se inició el 
procedimiento para que los contratistas expresaran su interés y pagaran 
la respectiva cuota de participación. También el 12 de diciembre de 
39 Reuters, “Guyana receives bids for eight oil and gas blocks, including from Exxon and 

Total”, 13 de septiembre de 2023. Disponible en: https://www.reuters.com/business/energy/
guyana-receives-bids-eight-oil-gas-blocks-including-exxon-total-2023-09-13/. 

40 La Gran Aldea, “Venezuela reclama a Guyana licitaciones en aguas no delimitadas”, 28 de 
septiembre de 2023. Disponible en: https://lagranaldea.com/2023/09/25/venezuela-recla-
ma-a-guyana-licitaciones-en-aguas-no-delimitadas/. Ver también Reuters, “Guyana recei-
ves bids for eight oil and gas blocks, including from Exxon and Total”, 13 de septiembre 
de 2023. Disponible en: https://www.reuters.com/business/energy/guyana-receives-bids-
eight-oil-gas-blocks-including-exxon-total-2023-09-13/.

41 Véase Ministry of Natural Resources of Guyana, “2022 Guyana Licensing Round”. Dispo-
nible en: https://petroleum.gov.gy/guyana-offshore-licensing-round-2022. 
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2022 se abrió un período de consulta sobre los términos y lineamientos 
generales del proceso, que cerró el 31 de enero de 2023. El 14 de mar-
zo de 2023 se publicó un borrador del modelo de contrato y se inició 
un período de consulta respecto de ese borrador que culminó el 28 de 
marzo de 2023. 

En abril de 2023 se publicó la versión actualizada de los términos 
de referencia y del modelo de contrato. El 12 de septiembre los con-
tratistas enviaron sus ofertas, las cuales están siendo evaluadas actual-
mente desde el 18 de septiembre hasta el 6 de octubre de 2023. Luego 
el 10 de octubre se abrirá una fase de negociación que culminará el 27 
de octubre de 2023. Finalmente, el 1 de noviembre de 2023 Guyana 
adjudicará los contratos a las contratistas que resulten seleccionadas en 
el proceso de licitación42.

Esta ronda de licencias consta de catorce bloques costa afuera 
para licitaciones. Se trata de tres bloques de aguas profundas (Bloques 
D1, D2 y D3) y once bloques en aguas poco profundas (Bloques S1, 
S2, S3, S4, S5, S6, S7, S8, S9, S10 y S11). En la siguiente imagen pue-
de oEservarse la sXSerficie de cada EloTXe reSresentada en Nilymetros 
cuadrados:

Badell 3 175

42 Véase Ministry of Natural Resources of Guyana, “2022 Guyana Licensing Round”. p. 3. 
Disponible en: https://petroleum.gov.gy/guyana-offshore-licensing-round-2022.
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Además, Guyana publicó un mapa, que se observa en la parte iz-
quierda de la imagen anterior, en el que detalló cuales son los bloques 
que están siendo sometidos al proceso de licitación. El mapa denomi-
nado “Reference Map Showing The Guyana Offshore Licensing Round 
2022 Blocks for Tender” es el siguiente:

Badell 4 175

En cuanto a la duración de los contratos se estableció que, para los 
bloques de aguas poco profundas, el período de exploración inicial pue-
de durar hasta cinco años, y si se aprueba la exploración, se otorga una 
licencia de SrodXcciyn TXe dXra �� años� Si al final de estos �� años el 
contratista desea extender la licencia, debe negociarlo y presentar la so-
licitud con al menos un año de anticipación a la fecha de vencimiento.



DR. RAFAEL BADELL MADRID

759

Para los bloques de aguas profundas, el período de exploración 
inicial puede durar hasta diez años, y si se aprueba, se otorga una licen-
cia de producción de 20 años. En este caso, la licencia de producción 
puede extenderse por otros 10 años si se cumplen ciertas condiciones. 
Es importante destacar que la extensión del período de exploración más 
allá del período inicial está sujeta a que el contratista haya completado 
el programa de trabajo propuesto en el período anterior y haya pagado 
la garantía bancaria asociada a dicho programa de trabajo para el perío-
do siguiente. Sobre la duración de los contratos y sus fases tengamos 
presente la siguiente imagen:

Badell 46 5

Como consecuencia del procedimiento de licitación al que nos he-
mos referido, el 13 de abril de 2024 Guyana otorgó licencias de ex-
ploración y explotación sobre el territorio en disputa a la trasnacional 
estadounidense ExxonMobil.

La posición de Guyana resulta contradictoria a su pretensión de 
resolver la controversia a través del arreglo judicial ante la CIJ. Es pa-
radójico que el Estado que inició el proceso ante la CIJ, sea el mismo 
que ha decidido ignorar la existencia de un territorio en disputa y que 
ha dado prevalencia a sus intereses económicos en la exploración y ex-
plotación de yacimientos petroleros que forman parte de la proyección 
marítima del territorio objeto de la controversia. Todo lo anterior en 
desacato de las medidas provisionales ordenadas por la CIJ mediante la 
providencia que dictó el 1 de diciembre de 2023.
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4.1.2. Protesta de Venezuela ante el ilegal e ilegítimo 
procedimiento de licitación impulsado por Guya-
na

Visto el avance de Guyana en el procedimiento de licitación y la 
presentación pública de las ofertas que recibió, Venezuela reaccionó en 
Iorma inmediata mediante la emisiyn de varios comXnicados oficiales 
del Ministerio de Relaciones Exteriores.

Mediante un comunicado del 19 de septiembre de 2023, Venezuela 
rechazó la ilegal ronda de licitación de bloques petrolíferos impulsada 
por Guyana, en virtud de que esta licitación tiene el objeto de dispo-
ner territorios pendientes de delimitación entre Venezuela y Guyana, 
en violación del derecho internacional. Al efecto citamos textualmente 
esta protesta efectuada por el gobierno venezolano:

La República Bolivariana de Venezuela, rechaza enérgicamente la 
ilegal ronda de licitación de bloques petrolíferos que actualmente 
lleva a cabo el Gobierno de la República Cooperativa de Guyana 
(Blocks for tender for 2022 – Guyana Licensing Round), ya que la 
misma pretende disponer de áreas marítimas pendientes de delimi-
tación entre ambos países.
El Gobierno de Guyana no posee derechos soberanos sobre estas 
áreas marítimas y en consecuencia cualquier acción en sus límites 
es violatoria del Derecho Internacional, mientras no sean llevadas a 
cabo a través de un acuerdo con Venezuela.
La República Bolivariana de Venezuela reitera que es inaceptable, 
y violatorio de sus derechos soberanos cualquier concesión ilícita 
y arbitraria que Guyana otorgue, haya otorgado o pretenda otorgar 
en las áreas en cuestión, y advierte que estas acciones no generan 
ningún tipo de derechos a los terceros que participen en dicho 
proceso43.

Ese mismo día 19 de septiembre de 2023, Venezuela emitió un 
seJXndo comXnicado mediante el cXal manifiesto sX SreocXSaciyn ante 

43 Ministerio del Poder Popular para Relaciones Exteriores, “Venezuela rechaza ilegal ronda 
de licitación de bloques petrolíferos realizada por el gobierno de Guyana”, 19 de septiem-
bre de 2023. Disponible en: https://mppre.gob.ve/comunicado/venezuela-rechaza-ilegal-
ronda-licitacion-bloques-petroliferos-realizada-por-el-gobierno-guyana/. 
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las declaraciones del Presidente de Guyana, Mohamed Irfaan Ali, a tra-
vés de las cuales su gobierno pretende arrogarse facultades para efec-
tuar un proceso de licitación sobre territorios que no le corresponden 
en derecho y que son objeto de litigio ante la CIJ. Venezuela condenó 
la conducta de Guyana y advirtió a las empresas que participen que to-
mará medidas para proteger sus recursos. El texto del comunicado fue 
el siguiente:

El Gobierno de la República Bolivariana de Venezuela deplora las 
declaraciones del Presidente de la República Cooperativa de Guya-
na, Mohamed Irfaan Ali, mediante las cuales su gobierno pretende 
arrogarse la facultad de convocar a un ilegal proceso de licitación 
de bloques petrolíferos y gasíferos costa afuera en territorio marí-
timo no delimitado, a pesar del legítimo reclamo de la República 
Bolivariana de Venezuela, sobre la ilegalidad de una delimitación 
unilateral de facto que no es aceptable en el derecho internacional.
El Gobierno de Guyana y sus elites gobernantes, continúan actuan-
do con descaro, como empleados de la Exxon Mobil, y han entrega-
do su soberanía e independencia esta empresa estadounidense, con 
la pretensión de adueñarse de recursos naturales que no le pertene-
cen� (sta conIaEXlaciyn� además� financia Xna Serversa camSaña 
diplomática, mediática y jurídica para despojar a la República Boli-
variana de Venezuela de sus legítimos derechos territoriales.
Finalmente, el Gobierno de la República Bolivariana de Venezuela, 
advierte a todas las empresas que participen en el ilegal proceso de 
licitación convocado por Guyana, que aplicará todas las medidas 
necesarias para evitar la explotación ilegítima de los recursos natu-
rales que pertenecen a nuestra nación.
¡El sol de Venezuela nace en el Esequibo!44

Luego, el 27 de septiembre de 2023, Venezuela rechazó la decla-
ración de la embajadora de Guyana ante la ONU, Carolyn Rodrigues-
%ricNet� IecKada el �� de seStiemEre de ����� 9enezXela ratificy sXs 
preocupaciones sobre la controversia territorial con Guyana, que se 

44 Ministerio del Poder Popular para Relaciones Exteriores, “Venezuela deplora declaraciones 
del presidente de Guyana sobre licitación ilegal de bloques petroleros y gasíferos”, 19 de 
septiembre de 2023. Disponible en: https://mppre.gob.ve/comunicado/venezuela-deplora-
declaraciones-presidente-guyana-licitacion-ilegal-bloques-petroleros-gasiferos/. 
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remonta a ���� \ se refiriy a la inÀXencia de ([[on 0oEil en la Soltti-
ca guyanesa. Además, Venezuela destacó que sus pronunciamientos no 
amenazan la soberanía de Guyana y que ha actuado históricamente con 
respeto al derecho internacional. 

En ese mismo comunicado Venezuela señaló que las actividades 
unilaterales de Guyana en zonas marítimas pendientes de delimitación 
afectan las zonas marítimas venezolanas. Venezuela considera que la 
postura de Guyana de establecer una frontera marítima unilateral es 
contraria al derecho internacional. Respecto a la controversia sobre la 
Guayana Esequiba, Venezuela insistió en que el Acuerdo de Ginebra de 
1966 constituye una hoja de ruta para la solución de la disputa y mostró 
su disposición a participar en un encuentro de alto nivel propuesto por 
la CARICOM. El texto del comunicado es el siguiente:

La República Bolivariana de Venezuela rechaza, de manera con-
tundente, que la República Cooperativa de Guyana y en particular, 
la declaración de su embajadora ante las Naciones Unidas, Carolyn 
Rodrigues-Bricket, fechada 26 de septiembre de 2023, pretendan 
tergiversar y manipular ante la Comunidad Internacional, el espí-
ritX de los ComXnicados 2ficiales emitidos recientemente Sor la 
República Bolivariana de Venezuela y el discurso pronunciado por 
el Canciller Yván Gil ante la Asamblea General dela ONU el día 23 
de septiembre de 2023.
9enezXela ratifica las SalaEras de sX canciller� relativas al interven-
cionismo estadounidense en la controversia territorial con Guyana, 
la cual es producto de un despojo llevado a cabo por el Imperio 
Británico en el año 1899, invocando la Doctrina Monroe e inclu-
so tratando de militarizar la región, a través de la recurrente reali-
zaciyn de eMercicios militares con fines de intimidaciyn� ast como 
la protección de acciones emprendidas por la transnacional Exxon 
Mobil, que de manera abierta se ha convertido en el principal sopor-
te financiero de la clase Solttica JX\anps�
Adicionalmente, y en aras de la transparencia, la República Boliva-
riana de Venezuela señala lo siguiente:
�� Los SronXnciamientos oficiales emitidos Sor el JoEierno de la 
República Bolivariana de Venezuela de ninguna manera se consti-
tuyen en una amenaza a la soberanía y la integridad territorial de la 
República Cooperativa de Guyana.
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2. La actuación histórica de Venezuela ha demostrado su respeto 
por el Derecho internacional y por el mantenimiento de la paz y se-
guridad internacionales que son precisamente hoy las salvaguardas 
que la asisten para preservar su integridad.
�� La 5eS~Elica %olivariana de 9enezXela reitera sX firme decisiyn 
de salvaguardar su soberanía e integridad territorial, razón por la 
cXal ratifica el contenido de los ComXnicados 2ficiales emitidos los 
días 19, 20 y 23de septiembre de 2023, así como el pronunciamien-
to del Canciller de la República Bolivariana de Venezuela ante la 
Asamblea General de las Naciones Unidas, los cuales presentan los 
argumentos del Estado venezolano en la justa y necesaria defensa 
de su seguridad e integridad territorial.
4. Las actividades unilaterales de Guyana no son conformes con el 
derecho internacional, por pretender llevarse a cabo en zonas ma-
rítimas pendientes de delimitación y que afectan zonas marítimas 
venezolanas.
�� $l afirmar *X\ana� entre otras irreJXlaridades e ileJalidades� TXe 
«todas las actividades que ha autorizado, incluso en su Bloque Sta-
broek, se han realizado, se están realizando o se realizarán en zonas 
marítimas en las que sólo Guyana goza de soberanía o de derechos 
soberanos exclusivos», pretende convertir de forma unilateral su 
reclamación en una frontera marítima establecida. Esta postura es 
contraria al derecho internacional y principios básicos del derecho 
aplicable a la delimitación de fronteras marítimas, que establece 
que estas fronteras sólo pueden establecerse mediante acuerdo entre 
los Estados interesados. En relación con la controversia sobre la 
Guayana Esequiba, la República Bolivariana de Venezuela reitera 
que el Acuerdo de Ginebra de 1966 traza una hoja de ruta conve-
nida entre amEas Sartes Sara alcanzar Xna resolXciyn Sactfica a la 
controversia, a través de la negociación política, y, en ese sentido, 
ratifica sX disSosiciyn de SarticiSar en Xn encXentro de alto nivel� 
promovido por la Comunidad del Caribe (CARICOM), para, en un 
ambiente de amistad, respeto mutuo y buena vecindad, continuar 
con las negociaciones previstas en dicho instrumento jurídico.45

45 Ministerio del Poder Popular para Relaciones Exteriores, “Venezuela rechaza que Guyana 
pretenda tergiversar y manipular su posición sobre el caso Esequibo”, 27 de septiembre 
de 2023. Disponible en: https://mppre.gob.ve/comunicado/venezuela-rechaza-que-guyana-
pretenda-tergiversar-y-manipular-su-posicion-sobre-el-caso-esequibo/. 
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5. Solicitud de medidas provisionales por Venezuela ante la ac-
tuación de Guayana

Visto lo anterior, consideramos, como lo hemos expresado en estu-
dios previos, que Venezuela debe solicitar a la CIJ que ordene medidas 
provisionales contra Guyana. Considerando los antecedentes del caso, 
es perfectamente razonable que Venezuela solicite a la CIJ que ordene 
medidas Srovisionales� esSectficas \ Jenerales� de conIormidad con lo 
dispuesto en el numeral 1 del artículo 41 del Estatuto y 73 y siguientes 
del Reglamento.46

Venezuela podría solicitar a la CIJ que otorgue medidas provisio-
nales de carácter esSectfico con la finalidad de Saralizar las concesiones 
de Guyana en el territorio disputado, a objeto de evitar los perjuicios 
causados en el territorio por la explotación de recursos naturales. Cier-
tamente, la explotación petrolera realizada por empresas trasnacionales 
mediante concesiones otorgadas por Guyana ha causado, y sigue gene-
rando, graves daños al medio ambiente. 

Tengamos en cuenta lo advertido por Faúndez Ledesma en el senti-
do de que “Las medidas requeridas no tienen el propósito de evitar un 
riesgo inminente, sino evitar un daño muy concreto que se está produ-
ciendo en este momento, y que se viene causando por lo menos desde 
1965, cuando Gran Bretaña le otorgó concesiones a una empresa ca-
QDGLHQVH�SDUD�H[SORWDU�XQ�FDPSR�SHWUROHUR�HQ�HO�GLVWULWR�GH�5XSXQXQL��
OXHJR��HQ�������VH�RWRUJy�FRQFHVLRQHV�D�6KHOO�\�([[RQ�SDUD�OD�H[SORWD-
ción en el denominado bloque Stabroek, en el que -más allá de líneas 
ideológicas- también tiene participación la china Cnooc”47.

Es oportuno agregar a las palabras del Dr. Faúndez la situación de 
tensión entre ambos países generada con ocasión del anuncio público 

46 Para el estudio sobre el funcionamiento de la Corte Internacional de Justicia, a la luz del 
caso relativo a la nulidad o validez del Laudo Arbitral de París entre Guyana y Venezuela, 
incluyendo el análisis de los procedimientos incidentales, como el de medidas provisio-
nales, previstos en el Estatuto y Reglamento de la CIJ, véase en general: Rafael Badell 
Madrid, Corte Internacional de Justicia. Caso 171: Guyana vs. Venezuela, Abediciones, 
Caracas, 2024.

47 Véase Héctor Faúndez Ledesma, “Medidas cautelares en el caso Guyana c. Venezuela”, 
artículo publicado en El Nacional en fecha 19 de noviembre de 2021. Disponible en: https://
www.elnacional.com/opinion/medidascautelares-en-el-caso-guyana-c-venezuela/. 
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de Guyana de las ofertas que ha recibido en el marco del ilegítimo e 
ilegal procedimiento de licitación que ha iniciado para otorgar conce-
siones a importantes trasnacionales petroleras dentro de la proyección 
marítima del territorio en disputa.

En este escenario las medidas provisionales pueden servir para ga-
rantizar la protección de derechos humanos que están siendo vulnera-
dos como consecuencia de la conducta de Guyana, una de las partes en 
litigio. Es el caso de los pueblos indígenas que han resultado gravemen-
te afectados por la explotación petrolera. Lo más grave es que algunas 
de las actividades de explotación desarrolladas por Guyana no cuentan 
con la aprobación de la Agencia de Protección Ambiental de Guyana.

Debe tenerse en cuenta la Declaración de la ONU sobre los Dere-
chos de los Pueblos Indígenas aprobada en sesión plenaria de la Asam-
blea General de la ONU en fecha 13 de septiembre de 2007. En espe-
cial, conviene citar lo dispuesto por el artículo 29:

“1. Los pueblos indígenas tienen derecho a la conservación y pro-
tección del medio ambiente y de la capacidad productiva de sus 
tierras o territorios y recursos. Los Estados deberán establecer y eje-
cutar programas de asistencia a los pueblos indígenas para asegurar 
esa conservación y protección, sin discriminación. 
�� Los (stados adoStarán medidas eficaces Sara aseJXrar TXe no se 
almacenen ni eliminen materiales peligrosos en las tierras o terri-
torios de los pueblos indígenas sin su consentimiento libre, previo 
e informado. 
�� Los (stados tamEipn adoStarán medidas eficaces Sara aseJXrar� 
según sea necesario, que se apliquen debidamente programas de 
control, mantenimiento y restablecimiento de la salud de los pue-
blos indígenas afectados por esos materiales, programas que serán 
elaborados y ejecutados por esos pueblos”48.

Téngase en cuenta también que el Consejo de Derechos Huma-
nos de la ONU en fecha de 8 de octubre de 2021 decidió que el “me-

48 Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas aprobada 
en sesión plenaria de la Asamblea General de las Naciones Unidas en fecha 13 de sep-
tiemEre de ����� 'isSoniEle en� KttSs���ZZZ�Xn�orJ�esa�socdev�XnSfii�docXments�'5,3SB
es.pdf. 
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dio ambiente limpio, saludable y sostenible es un derecho humano 
y exhortó a todos los Estados a trabajar juntos, en conjunto con otros 
actores, para implementarlo”49. Esta resolución fue aprobada por un 
total de 43 votos a favor y 4 abstenciones50. Igualmente se dijo que la 
Asamblea General de la ONU discutiría pronto el tema para analizar la 
posibilidad de dictar una decisión semejante.

El derecho ambiental es particularmente relevante en este caso. Es 
fundamental la incidencia de la protección del medio ambiente a tra-
vés de mecanismos de derecho internacional. Conviene recordar que en 
materia de derecho ambiental rige el principio precautorio. En este sen-
tido� %lanco�8riEe 4Xintero afirma� refiripndose al derecKo amEiental� 
que “como toda rama del Derecho, ella actúa curativamente, pero su 
gran especialidad radica en su carácter primordialmente preventivo, 
dada la condición muchas veces irreversible de los daños ambientales 
y la índole�H[WUDFRPHUFLDO�GH�PXFKRV�GH�ORV�ELHQHV�DPELHQWDOHV”51.

Ya se han causado daños severos e irreparables en el territorio con-
trovertido. Quedaría en manos de la CIJ, si Venezuela solicita medidas 
provisionales, determinar la necesidad de que se evite la profundización 
de las innegables consecuencias negativas de la actividad de Guyana, 
en aras de la protección de los derechos ambientales.

Estos elementos, de relevancia central en el caso de la controversia 
limítrofe entre Venezuela y Guyana deben ser considerados por la CIJ 
quien, si dicta medidas provisionales para salvaguardar los derechos de 
Venezuela, estaría -por vía de consecuencia- protegiendo bienes jurídi-
cos esenciales para la humanidad, como son el medio ambiente y los 
pueblos indígenas que “están ubicados en el más bajo estrato social 
dentro de Guyana en el que apenas son considerados seres humanos”52.

49 Organización de Naciones Unidas, “El Consejo de Derechos Humanos declara que 
tener un medio ambiente limpio y saludable es un derecho humano” apartado de Noti-
cias ONU, publicado el 8 de octubre de 2021. Disponible en: https://news.un.org/es/
story/2021/10/1498132. 

50 Ídem. Las abstenciones fueron de Rusia, China, India y Japón.
51 Alberto Blanco-Uribe Quintero, La protección del ambiente y el contencioso administrati-

vo, Editorial Sherwood, colección cuadernos, Caracas, 1998. p. 17.
52 Claudio Briceño Monzón, José Alberto Olivar y Luis Alberto Buttó (coords.), La cuestión 

Esequibo. Memoria y soberanía., Universidad Metropolitana, Caracas, 2016. p. 266. 
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No sería la primera vez que la CIJ, mediante el otorgamiento de 
medidas provisionales, protege los derechos e intereses de las partes en 
conÀicto� La SXesta en SeliJro de derecKos IXndamentales como el de-
recho a la vida ha servido en el pasado como base para que este órgano 
jurisdiccional conceda medidas provisionales53.

Con las actividades de explotación de recursos naturales y las se-
rias afectaciones que ellas implican se está perjudicando el derecho de 
Venezuela sobre el territorio controvertido, desmejorando su condición, 
SrodXciendo daños irreSaraEles \� además� dificXltando el eventXal eMer-
cicio de soberanía de nuestra República en aquellos dominios de resul-
tar vencedores en el litigio.

Todos estos elementos desfavorables y perjudiciales a los derechos 
de Venezuela sobre el territorio reclamado se agravan aún más por la 
falta de control de las autoridades guyanesas en los 159.500 km2 objeto 
de la controversia. Estos problemas de gobernabilidad se traducen en 
la proliferación de actividades como minería ilegal, trata de personas, 
tráfico de droJas� contraEando \ crimen orJanizado54.

En esas actividades ilícitas han participado personas provenien-
tes de Brasil, involucrándose progresivamente en la región y apro-
vechando la falta de dominio militar derivada de la escasa cantidad 
de funcionarios militares de Guyana. Ello ha sido así, al menos con 
más fuerza, “desde la inauguración en septiembre de 2009 del puente 
sobre el río Tacuctú ubicado al suroeste del Territorio Esequibo en la 
frontera con Brasil”55. 
53 Véase al respecto Corte Internacional de Justicia, “Application of the Convention on the 

Prevention and Punishment of the Crime of Genocide (The Gambia vs. Myanmar)”. Dis-
ponible en: https://www.icj-cij.org/en/case/178. El caso Gambia c. Myanmar inició el 11 
de noviembre del año 2019 mediante la demanda de la República de Gambia en contra de 
la República de la Unión de Myanmar tras el acontecimiento de actos genocidas en contra 
un grupo protegido –los rohinyá- con lo que se violó la Convención para la Prevención y la 
Sanción del Delito de Genocidio. En fecha 23 de enero del año 2020 la Corte Internacional 
de Justicia indicó -por unanimidad- medidas provisionales con el objeto de proteger los 
derechos de los rohinyá. Para determinar la necesidad de indicar medidas provisionales, 
la Corte ,nternacional de JXsticia verificy TXe se cXmSlieran dos reTXisitos esenciales� �i� 
relación o vínculo entre los derechos reclamados y las medidas solicitadas y (ii) el peligro 
de que se produzca un daño irreparable (riesgo real e inminente).

54 Véase Claudio Briceño Monzón, José Alberto Olivar y Luis Alberto Buttó (coords.), ob. 
cit., p. 266.

55 Ídem.
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Guyana, en contra de los derechos de Venezuela, ha ejercido inde-
bidamente soberanía además en territorios que pertenecen a Venezuela 
y que no son objeto de litigio. Ese es un elemento importante que la CIJ 
debe considerar para conceder medidas provisionales.

$demás de esta medida esSectfica� 9enezXela Sodrta solicitar Sro-
videncias cautelares de carácter general para asegurarse de que la zona 
en reclamación deje de ser objeto de explotación, directa o indirecta, 
por parte de Guyana. Cabe sin duda plantear la necesidad de una medi-
da general a objeto de evitar el agravamiento de la controversia.

III.  CONCLUSIONES

1.- Venezuela tiene derechos indiscutibles y no controvertidos so-
bre la fachada atlántica que son la proyección de los territorios de los 
estados Delta Amacuro y Sucre, determinados a partir de la línea de 
base recta y de la delimitación acordada con Trinidad y Tobago y, ade-
más, reclama derechos en los espacios marítimos comprendidos por la 
proyección del territorio en reclamación, que son actualmente objeto de 
la controversia entre Venezuela y Guyana por ante la CIJ.

2.- La fachada atlántica no solo es vital por su geopolítica y re-
cursos naturales, sino que también permite la proyección marítima de 
Venezuela hacia el Atlántico, otorgando derechos jurisdiccionales esen-
ciales sobre áreas marinas y submarinas.

3.- El análisis de los derechos de Venezuela sobre la fachada atlán-
tica supone tomar en consideración los artículos 1, 10, 11, 12 y 15, la 
Constitución de 1999 y, en concreto, lo dispuesto en el artículo 10 que 
establece que “(O�WHUULWRULR�\�GHPiV�HVSDFLRV�JHRJUi¿FRV�GH�OD�5HS~-
blica son los que correspondían a la Capitanía General de Venezuela 
antes de la transformación política iniciada el 19 de abril de 1810, con 
ODV�PRGL¿FDFLRQHV� UHVXOWDQWHV�GH� ORV� WUDWDGRV� \� ODXGRV�DUELWUDOHV�QR�
viciados de nulidad”.

4.- A pesar de no ser parte de la Convención de las Naciones Uni-
das sobre el Derecho del Mar, Venezuela tiene un marco regulatorio, a 
través de la Ley Orgánica de los Espacios Acuáticos, que se encuentra 
en armonía con los principios del derecho internacional del mar y con-
tiene nociones fundamentales de derecho del mar como las siguientes:
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� Los derecKos de 9enezXela soEre sX mar territorial �con Xna 
anchura de doce millas náuticas- respecto del cual ejerce sobe-
ranía sobre el espacio aéreo, las aguas, el suelo, el subsuelo y 
los recursos que en ellos se encuentren. (arts. 8, 9 y 10). 

� La zona contiJXa� TXe se e[tiende Kasta veinticXatro millas náX-
ticas desde las líneas de más baja marea o las líneas de base des-
de las cXales se mide el mar territorial� Sara fines de viJilancia 
marítima y resguardo de sus intereses (art. 43). 

� La zona econymica e[clXsiva� TXe se SrolonJa a lo larJo de 
las costas continentales e insulares de Venezuela hasta una dis-
tancia de doscientas millas náuticas desde las líneas de base y 
donde Venezuela goza de derechos de soberanía para la explora-
ción, explotación, conservación y administración de los recur-
sos naturales y para la producción de energía, así como jurisdic-
ciyn soEre la investiJaciyn cienttfica marina \ la Srotecciyn del 
ambiente marino (arts. 45 y 46). 

� La SlataIorma continental de 9enezXela� TXe comSrende el le-
cho y el subsuelo de las áreas submarinas más allá de su mar 
territorial, extendiéndose hasta el borde exterior del margen 
continental o hasta una distancia de doscientas millas náuticas 
desde la línea de más baja marea o las líneas de base. Venezue-
la ejerce derechos de soberanía sobre la plataforma continen-
tal para la exploración y explotación sostenible de sus recursos 
naturales, incluyendo recursos minerales y especies sedentarias 
(arts. 56 y 57).

5.- Guyana ha violado reiteradamente los derechos de Venezuela 
sobre su proyección marítima al solicitar la ampliación de su platafor-
ma continental e impulsar licitaciones petroleras en áreas en disputa y 
en la proyección marítima de territorios como el de los estados Delta 
Amacuro y Sucre, que pertenecen indiscutiblemente a Venezuela.

Estas acciones violan tanto el Acuerdo de Ginebra de 1966 como 
las medidas provisionales ordenadas por la CIJ, demostrando un des-
acato al derecho internacional y a los procesos judiciales en curso. 

6.- En virtud de lo anterior, Venezuela puede solicitar a la CIJ que 
ordene medidas Srovisionales de carácter esSectfico con la finalidad de 
paralizar las concesiones de Guyana en el territorio disputado, a obje-
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to de evitar los perjuicios causados en el territorio por la explotación 
de recursos naturales y proteger los derechos humanos y ambientales, 
especialmente de los pueblos indígenas afectados, según lo dispuesto 
en la Declaración de la ONU sobre los Derechos de los Pueblos Indí-
genas, cuyo artículo 29 contempla el derecho de los pueblos indígenas 
a la conservación y protección del medio ambiente y de sus recursos, 
\ oEliJa a los (stados a adoStar medidas eficaces Sara aseJXrar dicKa 
protección. 

7.- Además, Venezuela podría solicitar providencias cautelares de 
carácter general para asegurarse de que la zona en reclamación deje de 
ser objeto de explotación, directa o indirecta, por parte de Guyana. 
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